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Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra un aparte del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”.


Demandante: FLORA BLANQUICETT ACEVEDO Y MARLON TOSCANO GOMEZ


Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS


Expediente D-10009


Concepto 5711
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauraron los ciudadanos FLORA BLANQUICETT ACEVEDO Y MARLON TOSCANO GOMEZ contra un aparte del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
LEY 906 DE 2004

(Agosto 31)

Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004

RAMA LEGISLATIVA - PODER PÚBLICO

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA
“Artículo 317. Causales de libertad. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores artículos tendrán vigencia durante toda la actuación. La libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato y solo procederá en los siguientes eventos:
(…)
5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento.”
1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que el aparte acusado vulnera el Preámbulo, los artículos 2, 28 y 29 de la Constitución Política, el literal c) del numeral 3 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el numeral 1 del artículo 8 de la Convención Americana sobre derechos humanos. Lo anterior porque la disposición normativa permite que se prive provisionalmente de la libertad a una persona sin sujeción a un plazo razonable, violando el derecho a la libertad y transgrediendo el derecho a tener un juicio sin dilaciones injustificadas.
Según la norma acusada, al existir una medida de aseguramiento no pueden transcurrir más de 120 días desde la “formulación de la acusación” hasta el inicio a la audiencia de juzgamiento so pena de levantarse la misma y proceder a la libertad del enjuiciado. Sin embargo, señalan los demandantes que la expresión “formulación de la acusación” permite una interpretación inconstitucional por cuanto ésta puede ser caracterizada como el momento en que se realice la audiencia de lectura del escrito de acusación y no como el momento en que el mismo se radica, generándose un interregno de limitación de la libertad sin sujeción a un término claro con efectos de cara a la libertad. 
Según los demandantes cuando se asimila la expresión “formulación de acusación” con la realización de la audiencia de lectura del escrito acusatorio y no con el momento de la radicación del mismo, el investigado queda obligado a soportar una eventual privación preventiva de la libertad, sin sujeción a un periodo máximo que implique su libertad, ya que el tiempo comprendido entre la radicación del escrito de acusación y la realización de la audiencia de lectura del mismo no estaría regulado como computable para obtener la libertad personal por vencimiento de términos y, en consecuencia, resultaría indeterminado.
Finalmente, los demandantes refieren que los operadores judiciales están incurriendo hermenéuticamente en la inconstitucionalidad referida, pues interpretan que el término de libertad previsto en la norma acusada sólo inicia su cómputo desde la audiencia de lectura del escrito de acusación y no desde la radicación del escrito de acusación, obligando a que los investigados deban permanecer privados de la libertad algunos tiempos indefinidos.
2. Problema jurídico

En el presente asunto corresponde establecer si la expresión “formulación de la acusación” contenida en el numeral 5 del artículo 317 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 61 de la Ley 1453 de 2011; viola los artículos 2, 28 y 29 de la Constitución Política, así como el literal c) del numeral 3 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el numeral 1 del artículo 8 de la Convención Americana sobre derechos humanos, por permitir que la medida de aseguramiento privativa de la libertad se prolongue en forma indefinida entre el periodo comprendido desde la radicación del escrito de acusación a la realización de la audiencia de lectura del mismo.
2.1 Cuestiones preliminares

En primer lugar, el Ministerio Publico debe determinar si la acción presentada contiene o no un verdadero cargo de inconstitucionalidad.

En forma preliminar pareciera que la acción enervada se dirige contra una interpretación judicial y no contra una disposición normativa, lo que prima facie conllevaría problemas de cara a la viabilidad jurídica de la acción de inconstitucionalidad. No se puede perder de vista que la Corte Constitucional ha precisado que sólo excepcionalmente es competente para enjuiciar las interpretaciones judiciales
, además que la acción de la referencia carece de un esfuerzo probatorio suficiente que conduzca a establecer si existe realmente una verdadera postura hermenéutica uniforme e inconstitucional en torno a la disposición acusada. 
No obstante, una mirada global del cargo formulado y de la norma acusada permite descubrir que el líbelo logró endilgar un verdadero ataque de inconstitucionalidad contra una disposición normativa, como se pasa a explicar.

El numeral 5 del artículo 317 de la Ley 906, relativo a la causal de libertad por vencimiento de términos por el paso del tiempo entre la acusación y la iniciación del juicio oral, ha tenido una fuerte evolución normativa. 
Originalmente el aparte relativo ordenaba la libertad,
5. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento. 

Posteriormente, el artículo 30 de la Ley 1142 de 2007 precisó que la libertad debía decretarse,
5. Cuando transcurridos noventa (90) días, contados a partir de la fecha de la presentación del escrito de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juicio oral.

Finalmente, la redacción actual, introducida por el artículo 61 de la Ley 1453 de 201,1 prescribe la libertad:

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento.

Nótese que la norma en estudio ha tenido fundamentalmente dos cambios. De una parte, ha aumentado progresivamente el tiempo para que opere la libertad por vencimiento de términos en la referida etapa procesal, y de otro lado, se ha modificado la expresión relativa al momento a partir del cual se inicia su cómputo. 
Si bien originalmente el Legislador previó que el término iniciaba a partir de la formulación de la acusación, en la reforma efectuada por el artículo 30 de la Ley 1142 de 2007 el legislador definió que el término para la libertad se iniciaría a contar partir de la presentación del escrito de acusación. Sin embargo, en la última reforma legislativa se retornó a la expresión abandonada, es decir, se reincorporó el término formulación de la acusación. 
En un principio dicha modificación terminológica parecería solo contener efectos hermenéuticos, ya que la expresión “formulación de la acusación” podría entenderse como un evento que inicia con la radicación del escrito de acusación y que culmina con la lectura del mismo. Sin embargo, al consultar ciertos apartes normativos de la ley 906 de 2004, como por ejemplo la denominación del capítulo 2 del título I del libro III
, los artículos 338
 y 343
 de la referida Ley, parecería que la intención es otra, ya que se constata que la acusación penal es un acto complejo compuesto por la radicación del escrito de acusación y la audiencia de formulación de acusación. Así las cosas, el uso del término formulación de la acusación, antes de contener una ambigüedad, parece indicar que el legislador decidió que el cómputo del término para la libertad personal del imputado debía iniciarse a contar a partir de la audiencia de lectura de la acusación y no desde la radicación del escrito respectivo.
La situación descrita implica que  el cargo endilgado por los actores en contra de una presunta interpretación judicial, en realidad ataca directamente el contenido de la disposición normativa acusada. Por ello resulta inocuo considerar si los despachos judiciales interpretan la norma como el actor refiere que lo hacen, ya que dicha interpretación se desprende efectivamente de la norma atacada, y no obedece al ejercicio del poder hermenéutico en contra de la favorabilidad que debe regirlas en materia penal. 
Por lo anterior, y existiendo un verdadero cargo contra una disposición normativa, el Ministerio Público procederá a despachar el cargo propuesto y conceptuará sobre el problema jurídico planteado.
3. Análisis constitucional

El Ministerio Público estima que existe una verdadera inconstitucionalidad en el aparte normativo demandado, por cuanto el mismo desconoce las garantías mínimas que debe tener en cuenta el Legislador para el diseño de las medidas de aseguramiento, en especial, en torno a su circunscripción temporal expresa. En razón de lo anterior esta Vista Fiscal solicitará la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del aparte demandado, como se explicará más adelante.
3.1 La finalidad y exigencias constitucionales en las medidas de aseguramiento de cara a la norma acusada
La libertad personal es uno de los derechos más importantes para el ordenamiento constitucional colombiano por lo que resulta ser un deber de todas las autoridades colombianas protegerlo
. No obstante, lo anterior no implica que la libertad personal pueda ser considerada como una garantía absoluta o incapaz de sufrir limitaciones legítimas
. 
Según el artículo 28 de la Constitución Política, las condiciones generales para la limitación del referido derecho son la necesidad de i) mandamiento escrito de autoridad judicial competente, ii) con las formalidades legales y iii) por motivo previamente definido en la ley. Así las cosas, la jurisprudencia ha acuñado que la libertad personal puede limitarse siempre y cuando se respete el principio de legalidad
 y la reserva judicial
.
No obstante, para resolver el presente asunto no es suficiente determinar los requisitos generales para la privación de la libertad, sino que han de considerarse además aquellos aspectos que son propios de la prisión preventiva, conforme su finalidad, naturaleza y necesidad.

En primer lugar, el numeral 3 del artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 consagra una característica de aquella, al prever que la prisión preventiva debe ser la excepción, y no la regla general
. Lo anterior implica que la prisión preventiva posee la excepcionalidad como principio ordenador de su diseño, ejecución e interpretación.
De otro lado, según el ordenamiento constitucional vigente, el decreto de una medida de aseguramiento no persigue ser una anticipación de la condena a imponer, pues la presunción de inocencia sólo resulta derrotada mediante sentencia condenatoria en firme
. En su lugar, la medida de aseguramiento pretende alcanzar unos fines constitucionales específicos, como son “la comparecencia de los imputados al proceso, la conservación de los elementos materiales y la evidencia física, al igual que la protección de la comunidad y de las víctimas”
. 
Resumiendo lo anterior, ha precisado la Corte Constitucional que 
“Las medidas de aseguramiento deben someterse al cumplimiento de estrictas exigencias fundamentales que estructuran su legalidad, a saber: (i) deben ser decretadas por intermedio de una autoridad judicial, en el desarrollo de un proceso al cual acceden o accederán; (ii) con carácter eminentemente provisional o temporal; y (iii) bajo el cumplimiento de los estrictos requisitos que la Constitución y la ley prevén. Adicionalmente, (iv) deben estar fundamentadas en alguna de las finalidades constitucionalmente admisibles para su imposición. El artículo 250 numeral 1° de la Constitución destaca el criterio de necesidad como guía que debe orientar la imposición de una medida de aseguramiento, parámetro que se encuentra a su vez vinculado a las tres finalidades allí establecidas: (i) asegurar la comparecencia de los imputados al proceso penal; (ii) la conservación de la prueba; y (iii) la protección de la comunidad, en especial de las víctimas”
 
Nótese que una de las características previstas por la Corte Constitucional para el diseño y aplicación de las medidas de aseguramiento es su carácter temporal.

Cuando el artículo 28 Constitucional prevé que no habrán penas ni medidas de seguridad imprescriptibles, y el artículo 34 de la norma superior prohíbe la pena de prisión perpetua, el intérprete de la Constitución ha de concluir que en cualquier caso toda privación de la libertad está condicionada por un mínimo obligatorio, como es su limitación temporal expresa y determinada. Dicho principio hermenéutico resulta ser  un mínimo constitucional que el legislador no puede desconocer al diseñar las medidas de aseguramiento, ni las demás autoridades pueden desconocer en su despliegue concreto. 

Si la exigencia de la circunscripción temporal de la privación de la libertad es predicable de las sanciones penales, es decir, de los castigos que se imponen cuando se derrota la presunción de inocencia, a fortiori el referido principio rige con mayor fuerza el diseño de las medidas de aseguramiento, que solo tienen fines cautelares y de ninguna manera puede entenderse como una anticipación de la condena.
La exigencia a fortiori referida, sin desconocer la necesidad de temporalidad de las penas, conlleva a que la limitación preventiva de la libertad implique un espectro mayor en lo concerniente a la precisión de los tiempos en que esta puede imponerse. No quiere decir esto que el Legislador carezca de un amplio margen de configuración para determinar los tiempos máximos en que puede operar una medida de aseguramiento, pero sí que ninguna medida de aseguramiento puede contener un periodo de tiempo que se encuentre sustraído de un máximo expresamente definido por la Ley, pues ello implicaría un riesgo inaceptable para la libertad personal, como es que la misma se pueda prolongar inciertamente en el tiempo.

Cuando el Estado decide hacer uso de su iuspuniendi y priva a un ciudadano de la libertad en forma preventiva, no solo debe buscar garantizar ciertos fines constitucionales relevantes con ella, sino que además asume unas cargas especiales de cara a la presunción de inocencia y a la celeridad procesal. Dichas cargas son exigibles a todas las autoridades, al Legislador en el diseño de las políticas, a la Fiscalía en el impulso diligente del proceso y a los Jueces de las República en la programación y celebración de las etapas procesales. En ningún caso se puede cargar al imputado las consecuencias de la mora, no atribuibles a su culpa o a la fuerza mayor
, ya que ello implica una limitación injustificada de la libertad personal.
Como resulta ser una exigencia constitucional que el diseño de las medidas de aseguramiento estén circunscritas en forma expresa y clara a periodos máximos de tiempo, y la falta de limitación temporal de las mismas viola el derecho fundamental a la libertad del procesado, debe determinarse si la norma acusada transgrede dicha garantía mínima.
El Ministerio Público estima que los demandantes tienen razón al acusar que la expresión “formulación de la acusación” viola los mínimos constitucionales descritos anteriormente por cuanto implica que un interregno procesal, el periodo entre la radicación del escrito de acusación y la audiencia de formulación de acusación, carezca de una circunscripción máxima temporal expresa y por tanto, que la limitación preventiva de la libertad pueda extenderse indefinidamente en el referido periodo.
No quiere decir el Ministerio Público que en la actualidad los Jueces carezcan de un término o de una obligación de celeridad en la programación de la audiencia de formulación de acusación, pero sí que la redacción de la norma acusada permite que la eventual mora se traslade negativamente a la libertad del procesado a manera de privación de la libertad temporalmente incierta.
Como "[e]n punto de razonabilidad, la Corte considera que la exigencia de un debido proceso público sin dilaciones injustificadas es un límite sustancial a la discrecionalidad del legislador para regular la institución de la detención preventiva”
, debe concluirse que la expresión “formulación de la acusación” implica una inconstitucionalidad que ha de ser corregida.

3.2 Del remedio constitucional a adoptar

Habiendo determinado que existe una inconstitucionalidad, el Ministerio Público procederá a proponer el remedio constitucional adecuado. 

En primer lugar, debe considerarse que la inconstitucionalidad no radica en el término previsto por la norma para la libertad por vencimiento de términos, ya que en dicho aspecto el legislador posee una amplia libertad de configuración legislativa. En cambio, la trasgresión superior se encuentra en que la norma acusada ha desprovisto de una duración máxima y expresa al periodo de privación de la libertad preventiva que debe soportar el investigado en un interregno procesal concreto, como es el lapso entre la radicación del escrito de acusación y la audiencia de lectura del mismo. La precisión anterior resulta relevante, pues en tal sentido el remedio constitucional debe estar dirigido a solucionar la eventual limitación temporal incierta de la libertad del investigado en dicho lapso. 
La INEXEQUIBLIDAD pura y simple de la norma acusada no resulta ser un remedio constitucional idóneo, pues ello conllevaría a que desapareciera la norma que prevé la libertad por vencimiento de términos entre la formulación de la acusación y la iniciación del juicio oral, generándose una consecuencia contraria y mayormente inconstitucional a la que se pretende dar solución. Así las cosas, la Corte debería indagar otro remedio constitucoinal.
Otra alternativa consistiría en la declaratoria de INCONSTITUCIONALIDAD POR OMISIÓN LEGISLATIVA RELATIVA en el entendido que el Legislador debió regular expresamente el periodo máximo que puede tenerse privada de la libertad a una persona, incluyendo en dicho lapso el interregno entre la radicación del escrito de acusación y la audiencia de lectura del mismo y, en consecuencia, exhortar al congreso a subsanar el vacío. No obstante, dicha alternativa prolongaría innecesariamente las consecuencias inconstitucionales de la norma demandada, en un aspecto que no requiere imperiosamente un debate político profundo y que, por lo tanto, puede ser solventado de otra forma más ágil.
Finalmente, el Ministerio Público estima que el remedio adecuado es la EXEQUIBLIDAD CONDICIONADA, como se explicará.
La acusación penal es un acto complejo que inicia con la radicación del escrito de acusación y termina con la audiencia de lectura del mismo. Así las cosas, aunque sistemáticamente la expresión “formulación de la acusación” tienda a asimilarse principalmente con la audiencia de lectura del escrito acusatorio, la complejidad del acto procesal permite interpretar que la formulación de la acusación inicia con la radicación del escrito y se perfecciona con la lectura del mismo en la audiencia. 
No obstante, esta Vista Fiscal también estima que el condicionamiento a efectuar no puede ser demasiado invasivo de la competencia parlamentaria, ya que es el congreso quien puede determinar los tiempos máximos de la duración de las medidas de aseguramiento.

Así las cosas, y ponderando la competencia parlamentaria y la necesidad de respetar los mínimos constitucionales exigidos para la privación de la libertad, se propone la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del aparte normativo acusado en el entendido que la expresión “formulación de la acusación” utilizada en el numeral 5 del artículo 307 de la Ley 906 de 2004 debe interpretarse como el momento en que se radica el escrito de acusación y no desde la realización de la audiencia de lectura del mismo, hasta tanto el legislador no defina expresamente un término distinto en el cual consagre una duración máxima y cierta para las medidas de aseguramiento que cobije el referido interregno procesal.
4. Conclusión
En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA de la expresión “formulación de la acusación” contenida en el artículo 317 de la Ley 906 de 2004, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, el entendido que la expresión acusada debe interpretarse como el momento en que se radica el escrito de acusación y no el de la realización de la audiencia de lectura del mismo, hasta tanto el legislador no defina expresamente un término distinto en el cual consagre una duración máxima y cierta que cobije el referido interregno procesal.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/DFFM
� Cfr. Sentencias C-645/12, M.P. Nilson Pinilla Pinilla, y  C-569/04, M. P. Rodrigo Uprimny Yepes.


� El referido capítulo se denomina AUDIENCIA DE FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN.


� Artículo relativo a la programación de la audiencia de formulación de acusación.


� Artículo relativo a la fijación de la fecha para la audiencia preparatoria.


� Constitución Política de Colombia, artículo 2.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-634/00, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa consideración 3.1.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-634/2000, M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-163/08, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Cfr. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 9.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencias C-395/94, M.P. Carlos Gaviria Díaz; C- 634/00, M.P. Nilson Pinilla Pinilla; y C-371/02, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia C-1198/08, M.P. Nilson Pinilla Pinilla, Consideración 5.2.


� Corte Constitucional, Sentencia C-318/08, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� No se puede perder de vista que el Parágrafo del artículo 307 de la Ley 906, acusada parcialmente en este proceso, prevé que “No habrá lugar a la libertad cuando la audiencia de juicio oral no se haya podido iniciar por maniobras dilatorias del imputado o acusado, o de su defensor, ni cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar por causa razonable fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez o a la administración de justicia”.


� Corte Constitucional, Sentencia C-301/93, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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